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Visto ante esta Audiencia Provincial, Sección Segunda, de Las Palmas, el presente Rollo nº 8/2010 dimanante de los autos de Sumario 2/2008, procedente del Juzgado de Instrucción número Tres de Arrecife, seguido por un delito de agresión sexual contra ALEXANDER LEAL PADRÓN, nacido en Arrecife, el 17 de junio de 1982, con DNI nº 78543587,  siendo parte el Ministerio Fiscal en representación de la acción publica, y el referido procesado, representado por la  Procuradora de los Tribunales Doña Ana Teresa Kozlowski Betancor y asistido del Letrado Don José Luis Sáez Reyes, y siendo Ponente la Ilma Sra Dª Mª Pilar Verástegui Hernández, quien expresa el parecer de la Sala.
ANTECEDENTES DE HECHO
PRIMERO.- El día 12 de enero de 2011 se celebró el juicio oral. En dicho acto, después de practicadas las pruebas, el Ministerio Fiscal, en sus conclusiones definitivas calificó los hechos como constitutivos de un delito de agresión sexual previsto y penado en el artículo 179 del Código Penal, estimando responsable del mismo  en concepto de autor al referido procesado, solicitando se le impusiera la pena de 8 años de prisión, e inhabilitación absoluta durante el tiempo de la condena, así como por aplicación de lo dispuesto en el art. 57 del CP interesa como pena accesoria respecto del acusado, la prohibición de aproximarse o comunicar con Remedios durante un tiempo de 10 años,  así como a que indemnice a la víctima en la cantidad de 5.000 euros. 
SEGUNDO.- La defensa del procesado, en sus conclusiones también definitivas, solicitó la libre absolución de su defendido.
HECHOS PROBADOS
RESULTA PROBADO Y ASÍ SE DECLARA que el procesado, ALEXANDER LEAL PADRÓN,  mayor de edad y sin antecedentes penales, se encontró, el día 5 de diciembre de 2007, sobre las 4:00 horas, con XXXX XXXX XXXX XXXX, cuando ésta esperaba un taxi, en la calle José Antonio, en el término municipal de Arrecife. Se ofreció entonces el procesado a llevarla a su domicilio, y, tras declinar en un primer momento su invitación, finalmente XXXX XXXX accedió, acudiendo para ello al domicilio de Alexander Leal, sito en la calle XXXX del mismo término municipal, junto al que se encontraba el vehículo de aquel, marca Citroen C4, matrícula 3689-DGG. Tras recoger el procesado las llaves del vehículo, se subieron ambos en el mismo, y, tras circular unos instantes, el procesado detuvo el vehículo, y se bajó, diciendo que iba a orinar. Tras subir de nuevo al coche,  con el propósito de satisfacer sus deseos sexuales, Alexander se quitó la camiseta y se abalanzó hacia XXXX XXXX XXXX, colocándose encima de ella. Empezó a besarla, y ella lo rechazó, pese a lo cual el procesado insistió en su conducta, causándole XXXX XXXX arañazos para evitar que continuara. El procesado le quitó los pantalones, y como XXXX XXXX continuaba resistiéndose, le dijo que si no se dejaba hacer la mataba, consiguiendo que ella, atemorizada, cesara la resistencia, para proceder a continuación el procesado  a bajarle el sujetador y la camisa, e introducir finalmente su pene en la vagina de XXXX XXXX, eyaculando en su interior, manifestándole al terminar, “ahí tienes otro hijo”.

XXXX XXXX XXXX XXXX sufrió lesiones consistentes en erosiones en el muslo izquierdo y rodilla derecha,  para cuya sanidad no precisó de tratamiento médico. 
Los presentes hechos tuvieron lugar el día 5 de diciembre de 2007   y se incoaron las presentes actuaciones el día 6 de diciembre de 2007, celebrándose finalmente juicio oral el pasado día 12 de enero de 2011.

FUNDAMENTOS DE DERECHO
PRIMERO.- Los hechos declarados probados son legalmente constitutivos de un delito de agresión sexual previsto y penado en los arts. 178 y 179 del Código Penal. Se trata de una figura de ataque a la libertad sexual en la que concurre una determinación coactiva de la conducta de la víctima, que se impone mediante el empleo de violencia o intimidación. El bien jurídico protegido es la libertad, entendida como posibilidad de opción entre alternativas de conducta en el ámbito de lo sexual, y como posibilidad de ejecución de la alternativa elegida (Sentencias del Tribunal Supremo de 7 de mayo y 7 de octubre de 1998 ). Tal ejercicio de la facultad de decidir libremente si se tienen o no relaciones sexuales puede ser obviamente afectado aunque el sujeto activo de la conducta las haya mantenido habitualmente con la víctima en momentos precedentes, o aunque se trate de una persona con un vínculo sentimental de especial intensidad, pues tales circunstancias no otorgan el derecho a imponer una conducta sexual no querida. 

Con respecto al delito cometido, fundamentalmente nos encontramos como prueba de cargo suficiente para destruir el derecho a la presunción de inocencia, la declaración de la víctima en el plenario, practicada con todas las garantías.

Tanto el Tribunal Supremo(-SSTS 434/99 de 17 de marzo y 486/99 de 26 de marzo, 743/99 de 10 de mayo, 801/99 de 12 de mayo, 862/2000 de 19 de mayo), como el Tribunal Constitucional STC 201/89, 160/90, 229/91 y 64/94 , entre otras muchas-, estiman como prueba suficiente de cargo la declaración de la víctima para provocar el decaimiento de la presunción de inocencia. 

Más concretamente, el Tribunal Supremo, siguiendo doctrina del Tribunal Constitucional expresada entre otras en las sentencias 201/89, 173/90 y 229/91 , como es conocido, viene otorgando valor probatorio al testimonio de la víctima cuando concurren las siguientes notas(recogidas en sentencias como las de 19 de mayo de 1995, 3 de abril de 1996, 27 de julio de 1996, 10 de octubre de 1997 y 16 de febrero de 1998 ): 

1º) ausencia de incredibilidad subjetiva derivada de las relaciones procesado/víctima que pudieran conducir a la deducción de existencia de un móvil de resentimiento o enemistad que privase al testimonio de la aptitud para generar ese estado de certidumbre en que la convicción judicial estriba esencialmente;

2º) verosimilitud: el testimonio, que no es propiamente tal, en cuanto que la víctima puede mostrarse parte en la causa(arts. 109 y 110 LECr .), que ha de estar rodeado de ciertas corroboraciones periféricas de carácter objetivo que le doten de aptitud probatoria y 

3º) persistencia en la incriminación, que ha de ser prolongada en el tiempo, plural, sin ambigüedades ni contradicciones.

Pues bien, en el presente procedimiento la víctima ha declarado en el plenario, contando lo ocurrido, bajo los principios de inmediación, contradicción, publicidad y oralidad y ha detallado lo ocurrido, con seguridad y contundencia, en la forma que se ha recogido en el relato de hechos probados.

Para la Sala el testimonio de Doña XXXX XXXX ha merecido toda la credibilidad, así, afirmó en el Plenario que se encontró con el procesado cuando esperaba un taxi, a la salida de una fiesta, en el bar de unos amigos. Manifestó que aquel se ofreció a llevarla hasta  su domicilio y que ella, en un primer momento le dijo que no, pero finalmente accedió, acudiendo ambos hacia la vivienda del procesado, donde éste tenía estacionado su vehículo. Tras esperar que el mismo recogiera las llaves, subieron ambos en el vehículo en cuestión, y, en lugar de dirigirse hacia su domicilio, tal y como habían acordado, estacionó el coche en la calle de atrás, y se bajó, diciéndole que iba a orinar. Tras regresar, ella le dijo que no quería nada con él, pero Alexander, abalanzándose sobre ella, le dijo que si no se dejaba la iba a matar, le bajó los pantalones y se subió encima de ella, poniéndole la mano en el pecho. A continuación, refirió en el Plenario, le bajó los pantalones, y la penetró, al tiempo que le ponía la mano en el culo, así hasta que se fue, diciéndole ahí tienes otro hijo. Mantiene 
que durante la agresión la llamaba puta y zorra, y que ella forcejeó y le arañó en la espalda, varias veces, hasta que finalmente, tras finalizar, pudo salir corriendo, momento en el que se dirigió a su domicilio, donde se encontraba su hermana, y que en compañía de ésta y su marido acudió al Hospital. Señalando, finalmente, que como consecuencia de lo ocurrido sufrió lesiones en la rodilla y en el muslo.

No se aprecian, en el caso de autos,  móviles de rencor u odio, por el contrario, tanto la perjudicada como el propio procesado afirmaron durante el plenario que no se conocían con anterioridad a los hechos, ni se han vuelto a ver después, coincidiendo únicamente esa noche. Sí manifestó el procesado que,  finalizada la relación sexual, la perjudicada le pidió dinero y ante su negativa, abandonó el vehículo, molesta. La perjudicada negó dicho particular, manifestando que en ningún momento le pidió dinero. Pues bien,  la credibilidad que su testimonio ha merecido para la Sala, unida a la escasa relevancia de lo narrado por el procesado, que tampoco se considera suficiente para motivar una denuncia de esta naturaleza, impiden apreciar móviles de resentimiento por parte de la perjudicada, descartando cualquier móvil de venganza que pudiera hacer dudar de su versión de lo ocurrido. 

En segundo lugar, se advierte la necesaria persistencia en las declaraciones de la perjudicada. Si bien es cierto que, dado el tiempo transcurrido, la declaracíon del Plenario no contiene tantos detalles como la prestada en el Juzgado de Instrucción, no puede olvidarse que han transcurrido cuatro años desde que ocurrieron los hechos, y se mantiene, en lo sustancial, el relato de los mismos. Por otro lado, cuestiona la defensa la circunstancia de no haber acudido directamente la perjudicada,   tras salir del vehículo,  a un Hospital o a una Comisaría, y haber acudido primero a su domicilio. Sin embargo, la propia perjudicada manifestó en el Plenario, a preguntas de la defensa, que tras lo sucedido se encontraba confundida, nerviosa,  llorando y que no sabía donde ir, por lo que no carece de sentido que acudiera primero a su domicilio y una vez allí, tras  contar a su hermana lo que le había sucedido, procediera ésta a trasladarla a un Hospital. Lo cierto es, como se ha expuesto, que una vez formulada la denuncia la incriminación contra el acusado hasta el día del Plenario se ha mantenido invariable, y ninguna contradicción se aprecia en las afirmaciones de la denunciante.
Finalmente, la Sala estima plenamente demostrada la credibilidad subjetiva de Doña XXXX XXXX a la vista de las corroboraciones objetivas que ofrece la causa, como son las lesiones, aunque leves, padecidas por la perjudicada, consistentes en una erosión lineal en cara anterior de muslo izquierdo de aproximadamente 5 cm surcando la zona en sentido oblicuo y una erosión puntiforme en rodilla derecha, circundada por un área eritematosa de aproximadamente 3 cm de diámetro, (folios 32 y 33), reveladoras de la realidad de la violencia ejercida por el procesado y las sufridas a su vez por éste, “erosión lineal de 2 cm en región escapular izquierda, de trayecto oblicuo. Bajo la misma se aprecia otra erosión milimétrica puntiforme. Erosión lineal en región anterior de antebrazo izquierdo, de 1 cm de longitud. Erosión puntiforme en base de 3º metacarpiano de mano izquierda, apreciándose en área eritematosa circundante de 1 cm de diámetro” (folio 38), siendo significativo que, manifestando la víctima desde un principio, (folio 30), y hasta el Plenario, que se había tratado de defender, al inicio de la agresión, con arañazos, el procesado presente arañazos, y no otro tipo de lesiones,  en la espalda, brazo y mano izquierdos, ya que, pese a afimar el procesado que dichos arañazos podían deberse a los perros y los gatos que posee, son lesiones plenamente compatibles con la defensa que mantiene la víctima haber ejercido. Del mismo modo, la testigo, TXXX XXXX, hermana de XXXX XXXX, declaró en el Plenario que su hermana llegó esa noche a su casa, donde temporalmente convivían, temblando, tocándose el cuerpo, y diciendo sólo que asco, que asco…, diciéndole que la habían violado.

No es incompatible la violencia ejercida para cometer la agresión sexual, con la circunstancia, destacada por la defensa, de no presentar la víctima lesiones en el área genital, y no apreciarse indicios de violencia en su ropa. Así, la víctima describió de forma gráfica cómo, si bien en un primer momento trató de resistirse a la agresión, forcejeando y causando arañazos a Alexander, finalmente desistió, ante las amenazas de éste de que la iba a matar, con lo que es lógico que no presente más lesiones y que su ropa no aparezca rota, particular que también confirmó la   médico forense, Doña Natacha Alexandra Duque Torres, a preguntas de la defensa,  al ratificarse en el informe emitido.
Por último, el procesado no puede negar la realidad de la relación sexual, al haberse detectado restos de su ADN en las muestras tomadas en la vagina de la víctima, tal y como declaró el Perito del Instituto Nacional de Toxicología en el Plenario, ratificando el informe obrante a los folios 100 a 103 de la causa. Pero sí niega, sin embargo, la violencia que refiere  la víctima, afirmando que se trató de una relación consentida. Tal y como se ha expuesto, no merece para la Sala credibilidad su declaración, y sí la prestada por Doña XXXX XXXX, que, junto a los partes que evidencian las lesiones que, aunque leves, presentaron ambos tras lo ocurrido, constituye auténtica prueba de cargo capaz de enervar la presunción de inocencia, con lo que procede con ello dictar una sentencia condenatoria, concluyendo que existió una actuación externa del inculpado con empleo de violencia e intimidación que le permitió lograr el acceso carnal concretado en la penetración vaginal de la víctima.
SEGUNDO.- En cuanto a la calificación jurídica de los hechos, los hechos declarados probados son legalmente constitutivos de un delito de agresión sexual previsto y penado en el artículo 179 del Código Penal . 

Existió acceso carnal ya que hubo una penetración vaginal, sin el consentimiento en ningún caso de la víctima como lo acredita el empleo de la fuerza física por parte del procesado para doblegar la voluntad de la mujer y satisfacer sus deseos libidinosos.

Concurren así, todos los requisitos que exige el tipo del art. 179 del Código Penal, en relación con el 178 del mismo, en cuanto al acceso carnal por vía vaginal, y en cuanto a la existencia de la violencia física por parte del procesado y la oposición o resistencia de la víctima. La jurisprudencia ha perfilado los elementos integrantes de la violencia (Sentencias de 21 de mayo de 1998 y 7 de octubre de 1998 ) a que se refiere el artículo 178 , entendiendo que ha de estar orientada a conseguir la ejecución de los actos de contenido sexual y equivale a acometimiento, coacción o imposición material (STS 23 de septiembre de 2002 ) el empleo de cualquier medio físico para doblegar la voluntad de la víctima (STS. 13 de marzo de 2000 ) y debe ser apreciada cuando sea idónea y adecuada para impedir a la víctima desenvolverse según su libre determinación, atendiendo a las circunstancias personales y fácticas concurrentes en el caso concreto, sin que sea necesario que sea irresistible desde un punto de vista objetivo, pues no es exigible a la víctima que ponga en riesgo serio su integridad física o incluso su vida en defensa de su libertad sexual. 

Por ello, como concluye la STS de 13 de junio de 2006 lo esencial será constatar la ausencia de consentimiento válidamente prestado por el sujeto pasivo de elegir y practicar la opción sexual que prefiera en cada momento, sin más limitación que el obligado respeto a la libertad ajena, así como la de escoger con quien ha de realizar los actos relativos a su opción sexual y de rechazar las proposiciones no deseadas y repeler los eventuales ataques, debiendo hacerse aquí constar que no es exigible ni siquiera que se resista o que manifiesta una actitud pasiva de no colaboración, pues incluso puede darse la intimidación con la presencia de una actitud activa, cuando la conducta sexual se impone mediante actos tendentes a vencer la negativa de la víctima (STS 1 de octubre de 1999 ). 

En el presente caso, la víctima describió cómo, tras negarse en reiteradas ocasiones a mantener relaciones sexuales, cuando el procesado la besaba, trató de defenderse, arañándole la espalda, al tiempo que el procesado apretaba su pecho y cuello, si bien manifestó como, al manifestarle el procesado que si no accedía la iba a matar, cesó en su resistencia ante el temor de que llevara a cabo sus amenazas ya que, según refirió, “lo prefería a acabar en un maletero..”, evidenciándose, claramente, la negativa de la víctima, y el empleo de la fuerza física por parte del procesado, para doblegar su voluntad.

TERCERO.- De tal delito resulta responsable, en concepto de autor, el acusado Alexander Leal Padrón, por la participación directa, material y voluntaria que tuvo en su ejecución (artículos 27 y 28 del Código Penal ), tal y cómo quedó acreditado tras las pruebas practicadas en el acto del juicio oral, según lo expuesto en los fundamentos que anteceden. 
CUARTO.- La Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, ha añadido como atenuante la circunstancia 6º del Código Penal; esto es, “La dilación extraordinaria e indebida en la tramitación del procedimiento, siempre que no sea atribuible al propio inculpado y que no guarde proporción con la complejidad de la causa”.  Respecto a dicha atenuante, que ya se aplicaba como analógica, señalaba el Tribunal Supremo que; "ciertamente, el artículo 24.2 de la Constitución EDL1978/3879 proclama el derecho a un proceso sin dilaciones indebidas", como igualmente se declara en el artículo 6.1 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, al afirmar que "toda persona tiene derecho a que su causa sea oída dentro de un plazo razonable" y en el artículo 14.3 c) del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de Nueva York al disponer que "toda persona tiene derecho a ser juzgado sin dilaciones indebidas". 
La jurisprudencia del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo han venido reafirmando tal derecho constitucional como son exponentes las sentencias del Tribunal Constitucional 43/85 EDJ1985/43 y 133/88 EDJ1988/449 , en las que se declara el "derecho a un proceso que se desenvuelva en condiciones de normalidad dentro del tiempo requerido y en el que los intereses litigiosos puedan recibir pronta satisfacción". Y las sentencias de la Sala Segunda del Tribunal Supremo de 20 de septiembre de 1993 EDJ1993/8062 y 26 de junio de 1992 EDJ1992/6970 , entre otras, expresan que "tan notoria dilación infringe abiertamente el derecho, constitucionalmente consagrado en el artículo 24.2, a un proceso sin dilaciones indebidas. 

El Tribunal que juzga más allá de un plazo razonable, cualquiera que sea la causa de la demora, incluso por carencia estructurales que surgen con el aumento del número de causas, está juzgando a un hombre -el acusado- distinto en su circunstancia personal, familiar y social y la pena no cumple ya o no puede cumplir las funciones de ejemplaridad y de rehabilitación o reinserción social del culpable que son los fines que la justifican".

Los criterios a tener en cuenta para determinar si se han producido o no dilaciones indebidas pueden ser variados, recogiéndose como tales: a) la naturaleza y circunstancias del litigio, singularmente su complejidad, debiendo prestarse exquisito cuidado al análisis de las circunstancias concretas; b) los márgenes ordinarios de duración de los litigios del mismo tipo; c) la conducta procesal correcta del demandante, de modo que no se le pueda imputar el retraso; d) el interés que en el proceso arriesgue el demandante y consecuencias que de la demora se siguen a los litigantes y e) la actuación del órgano judicial que sustancia el proceso y consideración de los medios disponibles.

Como dispuso la Sentencia del Tribunal Supremo de 12 de diciembre de 2008; "Tiene declarado esta Sala, desde el acuerdo del Pleno no jurisdiccional de la misma, de fecha 21 de mayo de 1999, que el retraso indebido en el enjuiciamiento, vulnerador del derecho fundamental consignado en el art. 24.2 CE EDL1978/3879 EDL1978/3879, debe ser compensado en la exigencia de responsabilidad penal mediante la aplicación de la atenuación del art. 21.6 del Código Penal EDL1995/16398 EDL1995/16398 (v . SS TS de 8 de junio de 1999 EDJ1999/10604 EDJ1999/10604 , 30 de diciembre de 2002 EDJ2002/59896 EDJ2002/59896 , 7 de febrero de 2005 EDJ2005/71470 EDJ2005/71470 y 8 de enero de 2008 EDJ2008/3268 , entre otras)." 

De lo actuado en los presentes autos se desprende que las Diligencias Previas se incoan el día 6 de diciembre de 2007, y que se dictó el Auto de conclusión del sumario el 24 de septiembre de 2008, y, tras la instrucción de las partes, se presentó escrito de defensa el 23 de diciembre de 2008, sin que se celebrara el juicio oral hasta el pasado 12 de enero de 2010, esto es, más de dos años después, por causas no imputables al procesado, tras la remisión de los autos a la Sección bis de esta Audiencia Provincial, y posterior devolución de los mismos, y ante la imposibilidad justificada para comparecer la testigo propuesta por el Ministerio Fiscal, TXXXX XXXX XXXX, que motivó dos suspensiones del juicio oral. Ello supone una vulneración del  derecho de los acusados a ser juzgados en un plazo de tiempo razonable, y debe conllevar la aplicación de la atenuante prevista en el apartado 6º del artículo 21 del Código Penal.

QUINTO.- La pena tipo prevista en el art 179 del Código Penal es de prisión de seis a doce años, y de conformidad con lo establecido en el art 66.1 del Código Penal , la concurrencia de una circunstancia atenuante obliga a imponer una pena situada dentro de la mitad inferior de dicho tramo. Ello sitúa la determinación estrictamente legal de la pena de prisión entre un mínimo de seis años y un máximo de nueve años. Considerando como ajustada a derecho la pena mínima de seis años, en aplicación de la atenuante examinada en el fundamento que antecede. 

De conformidad con lo dispuesto en el art 56 del Código Penal y lo solicitado por el Ministerio Fiscal procede imponer asimismo la pena de inhabilitación especial para el derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de la condena. 

Con arreglo al art. 57 del Código Penal, y en atención a lo interesado por el Ministerio Fiscal, procede imponer al acusado la prohibición de aproximarse a Doña XXXX XXXX XXXX XXXX y de comunicarse con ella por cualquier medio, ambas prohibiciones por tiempo de siete años, en atención a las circunstancias ya expuestas y  la gravedad de los hechos que aquí se enjuician.

SEXTO.- De conformidad con el artículo 116 del Código Penal , toda persona criminalmente responsable de un delito o falta lo es civilmente del daño causado. 

El Tribunal Supremo se ha pronunciado en relación con el daño moral. Así, la Sentencia del Tribunal Supremo de 17 de septiembre de 2004 , establece que "la existencia de daños morales para la persona víctima de un delito de agresión sexual, es, en principio, una consecuencia inherente a dicho tipo delictivo, y, por ende, demanda el consiguiente resarcimiento". 

También la Sentencia del Tribunal Supremo de 18 de septiembre de 2003 refiere que "en relación con la acreditación y prueba del daño moral, esta Sala viene entendiendo que los daños morales no precisan su acreditación, dado su contenido inmaterial, ya que derivan directamente de la acción determinante del daño moral". 

Trasladada tal doctrina al presente supuesto, se estima adecuada la cantidad de 5.000 euros, interesada por el  Ministerio Fiscal, en atención a la naturaleza y  gravedad de los hechos objeto de la presente causa. 

SÉPTIMO.- De acuerdo con el artículo 123 del Código Penal las costas procesales se entienden impuestas por Ley al criminalmente responsable de todo delito o falta, por lo que procede su imposición al acusado. 
VISTOS los preceptos legales citados y demás de general y pertinente aplicación,
FALLAMOS 

Que debemos CONDENAR Y CONDENAMOS, a D. ALEXANDER LEAL PADRÓN como responsable penal, en concepto de autor, de un delito de agresión sexual previsto y penado en los artículos 178 y 179 del Código Penal, con la concurrencia de la circunstancia modificativa de la responsabilidad criminal atenuante de dilaciones indebidas del art.21.6ª del Código Penal, a la pena de SEIS AÑOS DE PRISIÓN, e inhabilitación especial para el derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de la condena, así como la prohibición de aproximarse a Doña XXXX XXXX XXXX XXXX, o comunicarse con ella de cualquier forma, durante el tiempo de siete años, condenándole asimismo al pago de las costas procesales. 

Alexander Leal Padrón  indemnizará a XXXX XXXX XXXX XXXX en la cantidad de 5.000 euros. 
Para el cumplimiento de la pena impuesta le será de abono al penado el tiempo que hubiere estado preventivamente privado de libertad por esta causa.

Notifíquese esta resolución a las partes, a las que se hará saber que contra la misma cabe interponer RECURSO DE CASACIÓN en el plazo de CINCO DÍAS, a contar desde la última notificación, con los requisitos previstos en los artículos 855 y concordantes de la Ley de Enjuiciamiento Criminal . 
Así, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.

PUBLICACIÓN.- Leída y publicada ha sido la anterior sentencia por la Ilma. Sra. Ponente estando celebrando audiencia pública en el día de la fecha, de todo lo que, certifico.
